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DICTAMEN: E N°  

AUTOS: "Cámara Argentina de Empresas de 

Fuegos Artificiales y otros c/ Municipalidad de 

Córdoba. Acción declarativa de 

inconstitucionalidad. Expte Nro. 2716726”. 

 

 

Excmo. Tribunal Superior: 

 

I. Se corre vista a este Ministerio Público de la 

acción declarativa de inconstitucionalidad  incoada en estos actuados, a los fines de que 

opine sobre la cuestión sustancial debatida en autos.  

 

II. La legitimación para intervenir de este 

Ministerio Público surge de la Constitución de la Provincia de Córdoba (art.172, inc. 2) y 

de la Ley Orgánica del Ministerio Público N° 7826 (art. 16, inc. 3°). 

 

III. Por Dictamen E Nro. 289 de fecha 19.04.2016, 

fs.191/196 vta., este Ministerio Público se pronunció por la admisibilidad formal de la 

demanda, haciendo reserva de expedirse sobre la cuestión debatida en autos en etapa 

procesal oportuna; expidiéndose igualmente en tal sentido V.E por Auto Nro. 236, del 

04.11.2016, fs. 199/205 vta. 

 

IV. Cuestión debatida  

A.- Maria Ricardo Ruschin, en su carácter de 
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presidente de la “Cámara Argentina de Empresas de Fuegos Artificiales”, Roberto 

Domingo Rossa, en su carácter de socio gerente de “SINAI S.R.L” y Cristian Emanuel 

Baster, en su carácter de socio gerente de “BASTER HERMANOS S.R.L”, comparecen 

en representación de las entidades mencionadas, e inician acción declarativa de 

inconstitucionalidad en contra de la Municipalidad de Córdoba, solicitando se declare la 

inconstitucionalidad del art. 106 (Capítulo VII) de la Ordenanza Nro. 12.468 (Código de 

Convivencia Ciudadana de la ciudad de Córdoba). Hacen reserva de los daños que la 

eventual aplicación de la norma pudiere ocasionarles. 

Demandan a la Municipalidad de Córdoba, en tanto 

se trata de una norma general y abstracta dictada por uno de sus poderes, que se 

encuentra promulgada por quien ostenta la representación de la misma. 

Dicen que el Código de Convivencia, en tanto 

viene a reemplazar el viejo Código de Faltas que permitía de manera controlada el uso, 

comercialización, transporte y acopio de pirotecnia, implica un cambio radical en la 

materia ya que viene a prohibir absolutamente la actividad, sacándola del comercio. 

A modo de síntesis de su pretensión, desarrollada 

al tratar la admisibilidad formal de la acción, explican que la afectación directa que 

sufrirán los actores por la aplicación de esta normativa, es tal, que los productos que hoy 

comercializan pasarán a estar prohibidos, tanto su uso, como su comercialización y toda 

actividad vinculada estará prohibida y sancionada, acarreando ello enormes daños 

patrimoniales además de morales por ver acabadas sus posibilidades de continuar 

ejerciendo su industria, que fue lícita a lo largo de toda la historia de Córdoba, hasta el 

dictado de esta normativa. 

Denuncian que las normas cuestionadas, 

especialmente el art. 106 que motiva el inicio de la acción, en la medida en que establece 

una prohibición prácticamente absoluta de realizar cualquier actividad vinculada con los 
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productos que comercializan, constituye una amenaza real y concreta de afectación de sus 

derechos constitucionalmente reconocidos de trabajar, de comerciar, de ejercer una 

industria lícita, por lo que ante la inminencia de la aplicación de esta normativa que luce 

como manifiestamente abusiva e irrazonable, acuden a la instancia a fin de que se arroje 

certeza sobre su posible inconstitucionalidad. 

Admisibilidad sustancial: (i) en primer lugar, 

afirman que la norma cuestionada es inconstitucional por carecer de competencia la 

Municipalidad de Córdoba para inmiscuirse en cuestiones que constituyen materia 

federal y que son, por lo tanto, atribuciones exclusivas del gobierno federal, ya que la 

regulación de todo lo concerniente a la adquisición, uso, tenencia, portación, trasmisión 

por cualquier título, transporte y la importación de armas de fuego, agresivos químicos de 

toda naturaleza y demás materiales que se clasifiquen como armas de guerra, pólvora, 

explosivos y afines, constituye sin dudas asuntos de competencia federal. Citan doctrina 

y remiten al art. 75 inc 2 de la CN y al art. 1 de la Ley 20.429. 

Además, destacan que el art. 106 del Código de 

Convivencia Ciudadana es inconstitucional por no superar el test de razonabilidad que 

surge del art. 28 de la CN, por cuanto el fin pretendido por la normativa Municipal 

comprende la seguridad de las personas, de los animales y la protección del medio 

ambiente, lo que constituye un fin válido, más dicho fin pretende ser garantizado con la 

medida consistente en la prohibición y es aquí donde la normativa es puesta en crisis. 

Consideran que el art. 106 también es irrazonable 

por carecer de proporción entre los medios empleados para realizar los fines propuestos, 

por cuanto si el problema está en el uso inadecuado que hacen las personas de la 

pirotecnia y las escasas posibilidades de control de los funcionarios municipales, no se 

comprende por qué se prohíbe su comercialización, transporte y acopio, habiendo sido un 
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medio más adecuado, la reglamentación correcta y precisa de la actividad, con campañas 

de información y capacitación, entre otras posibilidades. 

Remarcan que es igualmente inconstitucional en 

tanto deja, definitivamente, a la actividad “fuera del comercio”. 

Es además irrazonable el sistema instituido por el 

Código, ya que mientras prohíbe completamente las actividades ya mencionadas en 

relación a la pirotecnia (art. 106), por otro lado, a través de la Disposición Transitoria 

CUARTA mantiene la habilitación municipal hasta la fecha de vencimiento de las 

mismas. Vulnera los arts. 14 y 17 de la CN, los derechos de los actores de trabajar, 

comerciar y ejercer toda industria lícita y el de propiedad.  

Asimismo, el art. 106 en tanto prohíbe el transporte 

de mercaderías es inconstitucional por carecer el gobierno local de potestades de regular 

la materia, conforme el art. 121 y 126 de la CN. 

 

B.- Dándosele trámite a la acción se emplaza al 

municipio demandado para que comparezca, conteste demanda y ofrezca la prueba de 

que vaya a valerse. 

 

C.- A fs. 215/234 vta. comparece la demandada, 

mediante apoderado, planteando en primer término como cuestión previa la 

incompetencia de V.E por tratarse, conforme relatos en la demanda, de cuestión a ser 

tratada por la Justicia Federal, respecto de la cual se expidiera este Ministerio Público 

mediante Dictamen E Nro. 91, de fecha 23.02.2017, fs. 240/241 vta. por el rechazo del 

planteo. 

En prieta síntesis, luego de aludir a los principios 

rectores del control de constitucionalidad, refiere la demandada (i) que la materia 
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ambiental no encontrándose delegada al gobierno federal, son de resorte provincial las 

normas de policía reguladoras del medio ambiente y equilibrio ecológico, bienestar 

común psicofísico, espiritual y social. Funda el aserto. 

Alude a continuación al alcance de la autonomía 

municipal así como a la organización del Estado Federal como un Estado multinivel 

plurilegislativo, para adentrarse en el punto 6 de su responde en el poder de policía 

municipal sobre la fabricación, comercialización, acopio y uso de pirotecnia, remitiendo 

al precedente de la CSJN en la causa “Cadegua”. donde claramente deja a salvo la 

competencia municipal en la materia al poner de resalto que el art. 123 de la CN 

incorporado por la reforma del año 1994 ha producido una reestructuración del esquema 

federativo que trae aparejadas claras consecuencias al admitir un marco de autonomía 

municipal, cuyos contornos deben definir las provincias. 

Afirma que en un Estado federal la conservación y 

cuidado del ambiente aborda una problemática que debe ser resuelta en diferentes 

ámbitos geográficos y por tanto mediante decisiones descentralizadas. 

En este escenario, dice que es sencillo apreciar que 

la norma municipal cuya tacha de inconstitucionalidad se pretende, tiene un claro 

designio ambiental, con directa repercusión en la salud psicofísica de los vecinos de esta 

ciudad, para luego remitir a la cuestión especifica de la pirotecnia en el derecho 

comparado. 

Concluye que al abrigo de todas las 

consideraciones que anteceden, no existe conflicto entre el art. 106 de la Ordenanza 

12.468 y la Ley Nacional 20429, como sostuvieron los actores, reiterando que la mera 

existencia de la Ley 20249, dictada por un gobierno de facto y con referencia a “armas y 

explosivos”, transcurridos ya casi cincuenta (50) años de su dictado y teniendo en cuenta 
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su contexto histórico, tecnológico y político no puede caber ninguna duda acerca de que 

la pirotecnia y todo lo que ella implica ha quedado totalmente fuera de toda cuestión 

vinculada a la “seguridad” y “defensa”. 

En torno a la razonabilidad de la normativa 

objetada, afirma que para juzgar si las restricciones impuestas resultan razonables o no, 

se impone llevar adelante el análisis de su justificación, adecuación y proporcionalidad en 

atención a las circunstancias al momento de fallar; una restricción es válida sólo cuando 

hay un motivo u objetivo que la justifique, siempre que éste tenga por finalidad la 

satisfacción de una exigencia del bien común. 

En el caso, la norma sub examine, tal objetivo 

consiste en aparar tanto el bienestar psicofísico, espiritual y moral de las personas como 

la seguridad y preservación del ambiente, siendo el fin explícitamente perseguido por el 

legislador el bien común, especialmente teniendo en cuenta que la norma regula “la 

convivencia en la ciudad”. 

La pirotecnia, destaca, es desaconsejada tanto por 

entidades de salud como por organizaciones ambientalistas y de protección de los 

animales e igualmente por razones de seguridad ciudadana. 

Refiere, luego de tener por demostrada la 

proporcionalidad, refiere a la inexistencia de derechos absolutos y al principio de 

igualdad constitucional así como que de las consideraciones realizadas acerca de la 

razonabilidad de la Ordenanza Nro. 12.648 evidencian que la solución que acoge se 

encuentra dentro del ámbito discrecional  de la competencia legislativa municipal y por 

ante ajena a las facultades de contralor del Poder Judicial. 

Ofrece Prueba. Hace reserva de Caso Federal. 

D.- Clausurado el período de prueba, V.E  corre 

traslado a este Ministerio Público Fiscal.  
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V.- Análisis de la cuestión sustancial. 

A.- Si bien este Ministerio Público, al dictaminar 

respecto de la admisibilidad formal de la presente acción, estimó que se hallaban 

configurados, prima facie, los presupuestos necesarios para su admisión (Dictamen N CA 

Nro 289, 19/04/2016, fs. 191/196) un nuevo estudio de la cuestión, a la luz de las 

constancias arrimadas a la causa, le conducen a propiciar la desestimación de la acción 

bajo examen.  

Menester es recordar que el análisis efectuado en 

aquella primera intervención, fue limitado, circunscripto, al libelo de los actores y a la 

instrumental por ellos agregada. 

La vista que ahora corre V.E lo es para alegar, una 

vez que la contienda se ha sustanciado íntegramente, se han escuchado a todas las partes 

involucradas y se encuentra incorporada en marras toda la probanza por ellas aportada. 

En la especie, el examen a practicarse reviste cierto 

rigorismo por cuanto se trata del ejercicio de una acción directa de inconstitucionalidad 

provincial, de indiscutido carácter iuspublicista, enmarcada dentro de la doctrina judicial 

según la cual la declaración de invalidez de una norma de jerarquía legal constituye la 

más delicada de las funciones susceptibles de encomendarse a un tribunal de justicia, sólo 

practicable como razón ineludible del pronunciamiento a dictarse (C.S.J.N. Fallos 

251:455; 252:328). Es un acto de suma gravedad institucional y debe ser considerado 

como la "última ratio" del orden jurídico (C.S.J.N. Fallos 249:51).  

De tal manera no debe recurrirse a ella sino cuando 

una estricta necesidad lo requiera (C.S.J.N. doct. de Fallos 248:398; Corwin, "The 

Constitution of the United States of América", pág. 562, Washington, 1953, reiterada en 
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Fallos 260:83 "Haydeé María del Carmen Alberti" del 30-11-1964; 264:364, entre 

muchos). 

 

B.- Previo ingresar en el análisis sustancial traído a 

consideración de este Ministerio Público, una acotación se impone en torno a la faz 

preventiva, temporal, de esta acción. Ello por cuanto, en los rubrados se interpuso 

demanda cuestionando la validez del art. 106 de la Ordenanza sancionada por el Concejo 

Deliberante de la ciudad de Córdoba en el mes de noviembre de 2015, con fecha de 

entrada en vigencia prevista (Disposición Transitoria Primera) para el 1 de abril de 2016. 

La pretensión declarativa de inconstitucionalidad 

se interpone el 31 de marzo de 2016, acorde con su naturaleza preventiva, solicitándose 

como medida cautelar se dicte orden de no innovar al municipio demandado a los fines 

de que suspenda la entrada en vigencia de la norma cuestionada.   

Por Auto Nro. 236 de fecha 04.11.2016, 199/205 

vta., al pronunciarse V.E por la admisibilidad formal de la norma cuestionada, no hace 

lugar a la medida cautelar solicitada, por cuanto sólo una arbitrariedad o ilegalidad 

manifiesta u ostensible justifican la suspensión provisional de una ordenanza municipal, 

no argumentándose ni acompañándose prueba en tal sentido al peticionarla; decisión que 

a la fecha se encuentra firme.   

De lo reseñado, se desprende la plena vigencia y 

operatividad del dispositivo legal cuestionado.  

 

C.-Ingresando al aspecto de fondo controvertido en 

la especie, los accionantes persiguen la declaración de inconstitucionalidad del art. 106 

de la Ordenanza Municipal 12.468 “Código de Convivencia Ciudadana de la Ciudad de 

Córdoba”, alegando el municipio demandado en defensa de su validez.  
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La norma en cuestión dispone: “El que usare en 

forma particular, fabricare, tuviere, guardare, acopiare, exhibiere, manipulare, 

depositare, circulare, transportare, vendiere y/o comercializare de cualquier forma a 

mayoristas o minoristas elementos de pirotecnia, cohetería y todo otro producto 

destinado a provocar efectos visuales o auditivos mediante detonación, deflagración, 

combustión o explosión o cualquier otro análogo en que se utilice pólvora o compuesto 

químico que por sí solo o mezclado con otro pueda ser inflamable será sancionado con 

una multa de doscientos (200) a quinientas (500) (U.E.M.). El Juez dispondrá la 

clausura de los locales o establecimientos y el decomiso de la mercadería e instrumentos 

utilizados para su fabricación”. 

En consonancia con ello, la cláusula transitoria 

cuarta del cuerpo normativo local, sienta: “Los locales y establecimientos habilitados que 

comercialicen en forma minorista o mayorista artículos y/o artefactos de pirotecnia o 

cohetería y que se encuentren habilitados a la fecha de promulgación del presente 

Código, caducarán sus habilitaciones a la fecha de vencimiento de las mismas, siempre 

que contaren con las condiciones de habilitación que le fueren impuestas, caso contraria 

constatada cualquier infracción el Juez dispondrá la clausura e inhabilitación 

definitiva”  

Primera cuestión, la competencia del municipio 

para dictar normas como la cuestionada: el punto ya ha sido objeto de pronunciamientos 

tanto por parte del Alto Cuerpo Provincial, como por el Nacional. 

Brevemente, se sindica que V.E in re: “Benatti, 

Victor Hugo c/ Municipalidad de Villa Allende”, al analizar la problemática de la 

urbanización de las zonas rurales y semirurales, a la luz de la tutela constitucional del 
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ambiente y las facultades del poder de policía del municipio respectivo, sostuvo que el 

Estado en todos sus niveles está investido de dicho poder.  

Conforme las normas constitucionales, la materia 

sanitaria y con ella la temática ambiental de neto contenido público está expresamente 

conferida al municipio, esto es al gobierno local, en lo que configura una de sus 

manifestaciones típicas, integrando la salubridad una las materias que atañen al poder de 

policía y por tanto, en el modelo federal argentino compone la competencia propia de 

Provincias y  Municipios. 

Los estados locales tienen responsabilidad en el 

manejo de asuntos ambientales, tal lo dicho por la Corte Suprema de Justicia de la 

Nación, in re: “Roca, Magdalena c/ Provincia de Buenos Aires s/inconstitucionalidad”, 

entre otros, al reconocer en las autoridades locales (provincias y municipios) la facultad 

de aplicar los criterios de protección ambiental que consideren conducentes para el 

bienestar de la comunidad para la que gobiernan, como asimismo valorar y juzgar si los 

actos que llevan a cabo sus autoridades en ejercicio de poderes propios, afectan el 

bienestar perseguido.  

Así, no puede cuestionarse la potestad jurídica de 

los municipios de limitar el ejercicio de determinados derechos individuales con el fin de 

asegurar el bienestar general, debiendo la legislación provincial y municipal, ser acorde a 

las normas contenidas en la Ley General de Ambiente, debiendo respetar los 

presupuestos mínimos nacionales, pero desarrollándolos y maximizándolos en su 

protección.  

En definitiva, rige en materia ambiental una gestión 

concurrente de intereses comunes, lo que determina que el cuestionamiento de las 

facultades legislativas del órgano de gobierno local en la materia regulada por la norma 

cuestionada, deba ser superada. 
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D.- En este orden de conceptos, la problemática 

debatida en autos determina la necesidad de recurrir a una hermenéutica jurídica basada 

en la técnica de interpretación constitucional denominada balancing test o ponderación 

entre derechos constitucionales, la que afirma que no todos los derechos fundamentales 

son ilimitados sino que debe tenerse en cuenta la concurrencia de otros valores que el 

ordenamiento jurídico también protege. 

Conforme los términos en que se ha trabado la litis, 

rivalizan en el caso el derecho patrimonial invocado por los actores de ejercer su 

actividad comercial –comerciar y ejercer industria lícita- y el que preserva la norma 

impugnada, atinente a la seguridad y salubridad ciudadana, en sentido amplio.  

El derecho mencionado en último término reviste 

esencia de orden público, atento su directa vinculación con la salud de la población, la 

calidad de vida y la dignidad de la persona humana. 

Por su parte,  las acciones prohibidas por la norma 

en juego –base de la pretensión de los actores- generan, conforme se desprende de 

distintas pruebas arrimadas a la causa a las que se referirá en parte pertinente, una serie 

de situaciones disvaliosas para el entorno que exceden el mero interés individual, para 

convertirse en una cuestión colectiva, ambiental.  

Así, la normalidad o equilibrio ambiental entendido 

como el conjunto de condiciones que permiten el desarrollo de una vida urbana que 

razonablemente proporcione oportunidades de descanso, recreación, actividad al aire 

libre, esparcimiento, entre otras, cristaliza el objetivo perseguido por la disposición 

específica de la Ordenanza cuestionada, tiene a la seguridad ciudadana como esencial 

para la convivencia, acentuándose la protección de la población en materia de 
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medicamentos, fármacos y zootrópicos, agregándose la prohibición de la pirotecnia. 

(Exposición de motivos Anteproyecto de Convivencia Ciudadana de la Municipalidad de 

Córdoba, fs. 346). 

E.- A los fines de sustentar las pretensiones de cada 

una de las partes, se han agregado a la causa distintos elementos que permiten vislumbrar 

que la utilización de pirotecnia es susceptible de generar una alteración perjudicial del 

entorno en que se desarrolla la vida de los vecinos de la ciudad de Córdoba, así: 

a.- A fs. 262/263 se adjunta informe efectuado por 

Talita Kum, Centro de Contención y Desarrollo de la Persona Autista y su Familia, donde 

luego de referirse a las alteraciones en las distintas áreas del desarrollo de comunicación 

y lenguaje de las personas con TEA (Trastorno del Espectro Autista) y en el 

procedimiento sensorial, se explica que la respuesta hipersensible al sonido suele ser la 

más habitual.  

Expone que “Muchas personas con TEA se tapan 

los oídos ante determinados sonidos o en lugares ruidosos, incluso algunos se golpean la 

cabeza para reducir ese impacto sensorial auditivo.  

La alteración sensitiva que tienen muchas personas 

con autismo influye notablemente en la conducta, por lo tanto frente a estos ruidos 

intensos y molestos como son los de la pirotecnia, éstas pueden reaccionar con 

irritabilidad, miedo excesivo, pueden aparecer mayores conductas autoagresivas y 

heterolesivas, en definitiva su comportamiento tenderá a un mayor aislamiento 

provocando un alto nivel de stress y de desorganización conductual” 

 

b.- El Dr. Domingo Ríos Jefe del Instituto del 

Quemado del Hospital Córdoba, fs. 270/271,refiere que en dicho nosocomio se atiende al 

98 % de pacientes adultos que sufren quemaduras en la Provincia de Córdoba, 
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advirtiendo una disminución progresiva de la cifra de pacientes con esas lesiones 

atendidos en la guardia por pirotecnia, entre otros factores, por la prohibición en la venta 

de dichos artículos en forma libre “luego de la vigencia del Código de Convivencia de la 

ciudad de Córdoba”; las campañas de prevención realizadas por el Instituto y campañas 

de concientización en escuelas, así como el costo elevado de estos productos pirotécnicos 

ya que cuando existía menos control y había pirotecnia clandestina que era más barata, 

aumentaba la incidencia de quemaduras de este tipo.   

 

c.-  La Sociedad Argentina de Pediatría, a fs. 

272/275, entre varias cuestiones, alude al carácter peligroso y riesgoso de los elementos 

de pirotecnia al ser capaces de generar accidentes a personas, animales y bienes, así como 

de afectar el medio ambiente.  

Explica que, pese no contar Argentina con 

estadísticas nacionales, se estima que al menos 1000 personas anualmente deben ser 

asistidas en instituciones de salud por lesiones de pirotecnia, requiriendo, generalmente, 

el 10 % internación por la gravedad de las lesiones. 

Frente a ello, los niños, representan una parte 

desproporcionadamente grande de lesionados ya que son aproximadamente el 60 % de 

las víctimas, siendo el grupo de 10 a 15 años el más afectado y, en todas las edades, 3 de 

cada 4 lesionados son varones. 

Agrega el informe que existe la creencia de que la 

pirotecnia es un juego y los niños como usuarios no pueden entender el peligro de los 

fuegos artificiales, carecen de la capacidad de reacción necesaria para eludir el riesgo de 

incendio o explosión o actuar adecuadamente en caso de emergencia.  

Finalmente, se enuncian los tipos de lesiones, a lo 



- 14 - 
 

que se remite en el presente.  

 

d.- Por su parte, el Colegio Médico Veterinario de 

la Provincia de Córdoba, al evacuar el informe requerido concluye luego de analizar la 

cuestión, que hay animales que frente al estímulo que produce el uso de la pirotecnia 

responderán normalmente con una respuesta de alerta leve y normal adaptativa a dicho 

estímulo, pero también existe un buen número de animales que, lamentablemente, 

desarrollarán una fobia no adaptativa produciéndose ansiedad y falta de bienestar en él. 

 

e.- A fs. 281/285 la Policía de la Provincia, 

División Brigada de Explosivos, presenta el Informe Nro. 01/2017 sobre siniestros por el 

uso de pirotecnia, donde enumera la cantidad de siniestros provocados por el uso de 

artificios pirotécnicos en la última década en donde tuvo participación directa personal de 

la Sección Investigación Post Explosión de la mencionada, manifestando que estos 

incidentes son efectuados, la gran mayoría de las veces, para causar daño, lesión u 

ocasionar temor en las personas.  

 

f.- El Ministerio de Justicia y Derechos Humanos 

mediante su Agencia Nacional de Materiales Controlados, hace saber que las empresas 

“SINAI S.R.L” y “BASTER HERMANOS S.R.L” se encuentran inscriptas en diferentes 

rubros, con diferentes fechas de vencimiento, acaeciendo la última con fecha 31/08/2017. 

 

F.- Estos efectos disvaliosos, referenciados 

escuetamente en subacápite anterior,  para el ambiente y la salud de la población, son los 

que la Ordenanza cuestionada pretende evitar con la prohibición que se denuncia como 

inválida, desprendiéndose de lo relatado por las distintas entidades oficiadas que la 
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alteración ambiental no se limita a las emisiones de sonido, sino que impacta de manera 

negativa en la salud, bienes y condiciones de vida de la población, con particular 

incidencia en sectores de ella que requieren de una protección especial.  

Mediante la prohibición contenida en la norma se 

persigue el resguardo del medio ambiente, la salud y la convivencia armónica de la 

población de la ciudad de Córdoba, impidiendo para ello el ejercicio de distintas 

actividades lesivas. 

Es finalidad expresa del cuerpo normativo, 

conforme lo afirma en su art. 1: “Este Código tiene por objeto preservar el espacio 

público como lugar de convivencia y civismo, en el que todas las personas puedan 

desarrollar en libertad sus actividades de libre circulación, ocio y encuentro, con pleno 

respeto a la dignidad y a los derechos de los demás y a la pluralidad de expresiones 

culturales, políticas, lingüísticas y religiosas. La ciudad es un espacio cultural colectivo 

en el que todas las personas tienen derecho a un desarrollo humano sostenible, con las 

condiciones ambientales óptimas, lo cual implica asumir también los deberes de la 

solidaridad, el respeto mutuo y la tolerancia”. 

Al respecto ha dicho nuestro Tribunal Cimero 

Nacional que como buena parte de la faena por la vigencia de la sustentabilidad 

ambiental se despliega en entornos urbanos, va de suyo que la temática del medio 

ambiente, lejos de ceñirse a la protección de la fauna en peligro, la atmósfera, los cursos 

de agua o los paisajes sensibles, se conjuga cada vez más en términos estrictamente 

urbanísticos. A la vez, por ello mismo, las regulaciones de las ciudades, las políticas 

urbanas en suma, se “ambientalizan” (conf. Morand Deviller, Jacqueline, “Los “grandes 

principios” del derecho del ambiente y del derecho del urbanismo” en Rev. de Derecho 

Administrativo, Bs. As., t° 2002-483; Martín Mateo, R., “Tratado de Derecho 
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Ambiental”, Madrid, 1991, t° I, pág. 277 y ss.). 

En tal sentido, el ruido ambiental es valorado como 

fuente de contaminación, al nivel de los residuos tóxicos, habiéndose convertido en uno 

de los principales problemas para el ambiente en las zonas desarrolladas.  

No reviste menor trascendencia advertir que la 

actividad defendida por los actores como fundante de la invalidez de la norma local 

requería, por expresa previsión del ordenamiento jurídico local, la habilitación de la 

autoridad administrativa, lo que determina la existencia en ella  de interés público 

comprometido en la preservación de un bien que supera la mera situación individual  y se 

constituye en un bien colectivo de la comunidad. 

Sostiene V.E (in re: “Fernandez, María Isabel y 

otros c/ Club Atlético General Paz Juniors y otros. Amparo”) con cita de Ghersi, que 

quedan comprendidos dentro de los denominados daños ambientales aquellas molestias 

derivadas del ejercicio de actividades que gozan de autorización administrativa y que, 

dado su nivel de intensidad, se tornan inaceptables para la vecindad en el diario convivir 

de su calidad de vida.  

Y agrega en el precedente referenciado: “En 

definitiva, dice Hutchinson “…el objeto de tutela jurídica no es tanto el ambiente ni sus 

elementos constitutivos. Lo que el Derecho protege es la calidad del ambiente (ambiente 

sano, equilibrado, apto para el desarrollo humano, art. 41 de la Const. Nac.) en función de 

la calidad de vida” 

Finalmente y concluyendo el balance entre los 

intereses debatidos en esta causa, resta remitir al paradigma ambiental en el cual el  Dr. 

Lorenzetti acuerda preeminencia a los bienes colectivos por sobre los individuales 

sindicando que “el conflicto entre el bien ambiental y la propiedad, se sitúa en la esfera 

social, donde tiene primacía el bien social sobre el individual, de allí que cuando el 
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ejercicio del derecho de propiedad lleva a la lesión de bienes ambientales, deba 

protegerse este último y limitarse el primero”. (conf.. Lorenzetti, Ricardo L, “Teoría 

de la Decisión Judicial. Fundamentos de Derecho”. Ed. Rubinzal Culzoni, 2008, pag. 

425) resaltado propio. 

Por ello, este Ministerio Público entiende que de 

hacerse lugar a la inconstitucionalidad peticionada podrían provocarse daños a la 

población y al ambiente de la ciudad de Córdoba; mas por el contrario, mantener su 

vigencia no importará la producción de daños irreparables a los actores, quienes podrán 

accionar, en su caso, por la vía pertinente por el eventual perjuicio patrimonial que la 

norma local pudiera generarles, la que, amén de la protección colectiva que dispensa, 

contempla el derecho adquirido de los permisos otorgados, fijándose como término de 

caducidad el último plazo de habilitación otorgado al respecto.  

 

VI.- Lo sentado, conlleva un pronunciamiento 

adverso a la procedencia de la acción declarativa en análisis, expidiéndose en tal sentido.  

 

Fiscalía General,     de  diciembre de 2017.  

 

 

 

 

 


